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5 la a República del Paraguay, a

del año dos mil oLleupctto
s en la Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia, los Excmos.

Señores Ministros de la Sala Constitucional, Doctores ANTONIO FRETES, ALICIA
BEATRIZ PUCHETA DE CORREA y JOSÉ RAÚL TORRES KIRMSER, quienes
integran esta Sala por inhibición de las Doctoras GLADYS BAREIRO DE MÓDICA y
MIRYAM PEÑA CANDIA, ante mí, el Secretario autorizante, se trajo al acuerdo el
expediente: CON§ULTA CONSTITUCIONAL EN EL JUICIO: "R.H.P. DEL ABOG.
GILBERTO RAMfREZ EN: ALFREDO EVER CORTESSI Y OTROS C/ EL
T.ERROCARRIL PTE. CARLOS A, LÓPEZ Y OTROS S/ COBRO DE
GUARANÍES', a fin de resolver la consulta sobre constitucionalidad realizada por el
Tribunal de Apelación en lo Laboral, Segunda Sala.-------

Previo estudio de los antecedentes del caso, la Corte Suprema de Justicia, Sala
Constitucional, resolvió plantear y votar la siguiente:---------------

CUESTION:

¿Es inconstitucional el Art. 29 de la Ley N" 2421104 "De Reordenamiento
Administrativo y de Adecuación Fiscal"?.-----

A la cuestión planteada el Doctor FRETES dijo: El Tribunal de Apelación en lo
Laboral, Segunda Sala, por medio del A.I. N' 157 de fecha 28 de abril de 2015, en los autos
"Regulación de los Honorarios Profesionales del Abogado Gilberto Ramírez en: Alfredo
Ever Cortessi y otros c/ el Ferrocarril Pte. Carlos A. López y otros s/ cobro de guaraníes",
solicita a la Corte Suprema de Justicia un pronunciamiento sobrc la constitucionalidad del
Art. 29 de la ley No 2421/04.---------

La consulta surge a consecuencia del proceso accesorio, cual es el del justiprecio de
las labores profesionales, en el que el Tribunal solicitante se encuentra constreñido a la
aplicación del artículo 29 de la Ley N" 2421104 De Reordenamiento Administrativo y
Adecuación Fiscal" que modifica la Ley No 125192 'Nuevo Régimen Tributario",
considerando el cuerpo colegiado que la citada disposición podría colisionar con el
Principio de Igualdad y su garantía consagmdos en la Constitución Nacional por medio del
Capítulo III, artículos 46 y 47 respectivamente.----------

En este orden de ideas, el Tribunal, considerando que la normativa podría a su
criterio resultar contradictoria a disposiciones de nuestra ley fundamental resuelve remitir a
consideración de esta Sala la aplicabilidad del anículo en contraste con aquella, ello en
cumplimiento a lo establecido por el art. 1 I del C.P.C. que e*presu' "Facultades
ordenatorias e instructorias: los jueces y tribunales podrán, aun sin requerimiento de
parte: a) remitir el expediente a la Corte Suprema de Justicia, ejecutoriada la providencia
de autos, a los efectos
juicio una ley, decre

por el artículo 200 de la Constitución, siempre que a su
tou disposicíón normativa pueda ser contrdrid a reglas

cokstitucionales" .--
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contraporte, sean (n relación cle dependencia o no' no podrán exceder del 50%' (cincuenta

por ciento) clel mínimo legal, htista cuyo importe debertin úlenerse los iuece.; de la
'República para regular los honr¡raricts ú costu del Esta&t. Queda modiJicada Ia Ley N"

t 3'7ói88 "Arancel cle Abogudos y Procttrodore.s ". conforne a eslu disposición" '-------------'
Por su patte. el Piincipio de Igualdad consagrado en los artículos 46 y 47 de la

Cor.rstituciór.r Nacional instituye: ''Artícukt 16 - De ta igualdad de las personas. Todos los

habitantes tle la Reptihlica sün igu les en dignitlud y derechos No se admiten

discriminacioner. tt Ettrrto rentot¡erú los obstáctlos e impedirú los factores que las

müntenÍIctn o lus propicien. Ltts profecciones que se e'vtublezcan sobre desigualdades

injttstai no .seián consideretdas como Jacktres discriminutorios sirut iguolitarios",
,,)rtículo 47 -.De las garantícts de la igualdatl. El listctdo gurantizará a lodos los

habilantes tle ta República; l) la iguoldad para el occeso a lu justicia, a cuyo efecto

ttllanttrá los obstacikts que lcr impitliesen; 2) ta igualdad ante las leyes; 3) la igualdad

¡tara el acceso a las Júncbnes ptiblicus no elecfiva.s, sin nlás requisitos gue lü idoneidatl, y

1) ta igualrlatl de oportrridades en la parlicipación de lo.r heneJicios de la naluralezu. de

los bienes maÍerioles y de la ctitura".--
como se señalara con anterioridad. manifiestan los magistrados que la disposioirln

transcripta se erige potencialmente como una conculcación al principio de igualdad lo que

nroti r a la presenLe consulta.-----------------
Conviene entonccs realizar ciertas consideracioncs sobre el principio de igualdad.--

El estudio sobrc la igualdad que se iniciara en los tiempos de la Grecia antigua

arroj ir con notable éxito a lo largo de la historia las conclusiones de Aristóteles

cua;do señala: "parece que Ia.¡usÍ¡cia consiste en igualdttd' y es así, pero no para todos,

.sino ¡tara los iguales: y Ia desigualdad parece ser justa, y lo es, en efecto, pero no para

torloi, sino para los desiguales". De aquella época surgen entonces básicamente dos cosas

sobrc este principio quc han dominado cl pensamiento occidental:

1. La igualdad significa: 1as cosas que sor.r iguales deben tratarse igual y las cosas

que son desiguales clebcn tratarse de mancra desigual en proporción a su desigualdad'-----
2. Igualdad y justicia son sinónimos: ser justo es scr igual' ser injusto es ser

t -.; ,, , ,.1

La proposición: "los iguales dcben ser tratados igual" se manifiesta corlo una

verdad universal, una vcrdad que intuitivamcnte puede conoccrse con perfécta claridad y

certeza ¿Por qué? ¿Cuál es la conexión entre el hccho de que dos cosas sean iguales y la
conclusión normativa de que tengan que tratarse igual'?.-------:-

La respuesta puecle encontrarse en las partcs que componen la fórmula de la
igualdad. La fórmula "los iguales deben scr tratados igual" encierra dos componcntes:

1. La determinación de clue dos personas son iguales; y

2. El juicio de que tienen quc ser tratadas igual.---------
El componente determinante cs el primero. [Jna vez que se determina que dos

personas son igualcs, se sabe cómo deben ser tratadas. Para cntender por qué es así, se debe

sabcr de qué tipo de detcrminación se trata. Ticne que saberse con precisión lo que significa

decir para los propósitos de la igualdad lo que significa que dos personas sean iguales.------

Manteniendo este orden de ideas damos un vuclco para pasar a analizar Ia situación

de )os particulares que manlengan cn representación del Estado y en este punto considero

conveniente traer a colación las esclareccdoras ideas del eximio jurista Luis P. Frescura y

Candia quien en su Obra Introducción a la Ciencia Jurídica, 1977, expresa: "La dohle

personolidad jurídica del Estado
Si el Esfado como poder soberano realiza actos de gobierno en virlud del imperio

que tiene sobre su población y lerrilorio, es persona de Derecho Público Así sucede

cuando organiza una.fitnción o un servicio público, sanciona y promulga leyes impositivas

o tle expropiación por causa de utilídad social o necesidad pública, ¿lecreta estado de sitio

total o parcial por tiempo limitado, etc. Cuqndo el Estado aclúa como poder atlministrador
para la prestación de los seryicios públicos, en c(lso de controyersia la competentia
jurisdiccional es la contencioso adminislralit¡a.-

El Esfa¡to como persono .iurídicct de Derecho Privado es suieto de derechtts y
obligaciones en pie de igualdotl con los su¡etos particulares. En tal concepto, puede...///...
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'. /// ser ietario, locatario, acreedor, deudor, actor, demandado. Y la decisión de los
c ompe t e a la j ur isdic c i ón j udic ial".---------------

yendo un escena¡io en el presente caso en el que el Órgano ocupa dentro de
un rol de igualdad con quien le reclama, corresponden igualmente ciertas

consideraciones sobre este contexto que se da en llamar Derecho Privado, comenzando por
señalar que sus principios por lo general se suelen contraponer con los principios de
legalidad y la potestad de imperio del Derecho público. Así, en su esencia, el Derecho
Privado goza de los principios fundamentales de Autonomía de la voluntad. Este señala que
en la persecución de sus propios intereses, las personas se relacionan entre sí mediante
actos fundamentados en sus propias voluntades. La voluntad libre de vicios, dolo, coacción
o engaño de personas con capacidad legal para realizar negocios jurídicos es suficiente para
efectuar actos con efectos jurídicos. En principio, los sujetos de derecho privado pueden
realizar todo aquello que no esté expresamente prohibido por el ordenamiento.-

Finalmente en contraposición al mandato señalado se erige el Principio de igualdad
señalando que en los actos privados, los sujetos de derecho se encuentran en un punto
equilibrado de igualdad, en donde ninguna de las partes es más que la otra.--------------

El problema radica en el extremo del piso de igualdad que comparten en un litigio
como el de los autos principales, ya que como se ha expresado con suficiencia líneas arriba,
el caso en sí sometido al estudio de la jurisdicción judicial y no a la contencioso
administrativa es prueba suficiente de que tanto el conflicto como los efectos del mismo
pertenecen a la esfera del derecho privado, ficción temporal en que Estado y particular son
iguales.----------

Como bien es sabido el Estado por medio de sus poderes, organismos, entes y
dependencias tiene atribuciones para establecer normas, y si bien de distintas jerarquías y
alcances, las mismas rigen las actividades de las distintas dependencias en sus interacciones
con otros sujetos estatales como con los particulares. Como lo hemos señalado
anteriormenteo cuando esas relaciones reúnen ciertas características, no nos hallamos ya
ante una situación de subordinación si[o de equiparación. En este sentido el planteamiento
de las pretensiones de las partes por medio de sus acciones en la jurisdicción ordinaria es la
máxima representación de esa igualdad, levantráLndose cada parte frente la otra sin beneficio
alguno ni otro elemento que el mejor derecho pretendido por ellas y el que a su vez será
juzgado y concedido por el tercero imparcial, que no es otro que el representante del propio
Estado en su faz resolutoria de conflictos y persegüdora de la paz social.----

Volviendo entonces a lo expresado anteriormente respecto del principio de igualdad
y atendiendo a las conclusiones aristotélicas podremos resaltar que si la igualdad significa
que las cosas que son iguales deben tratarse igual, en el caso de autos, ambos litigantes se
presentan en idénticas condiciones, particularmente en lo tocante al Estado, el mismo por
medio del órgano asume -como lo explicara el Dr. Frescura y Candia- su personalidad
juridica de Derecho Privado al ser demandado, no pudiendo eximirse de este marco en tal o
cual aspecto ni momento ni aun por disposición legal siendo que el propio Estado
en toda su integridad debe do a los preceptos de la Constitución Nacional.-----
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f'avor dcl Estaclo, tal desigualdarJ se maniflesta como injusticia Ia cual no.pucde ser

,,legalizada" por rnerlio de-una rcsolución judicial, correspotldiendo ante tal situación la

afli.o.;On dc lo preceptuado en el caso por la Ley N' 1376/88 "Arancel de Honorarios de

Abogados y Procuradores"
Conclu,vendo,respectodelanormabascqueestablecelaigualdadenderechos'

vcmos que como 1o ha mantenido esta sala en fallos anteriores, si bien cs cieflo que en no

pocas oáosinncs debiclo a la negligencia e impericia de los profesionales contratados por el

bstaclo, éste ha debido 
"u.gu, 

ioi, cuantiosas cargas patrimoniales csnsecuentes del mal

desempeño de quicnes le re¡rcsentaretr en los prooesos judiciales ] que a consccuencia de

ello suige cn Ia ioluntad deilegislaclor el ánimo protector dc los interescs del Estado el cual

sc pued-e palpar en el arliculo que hoy es objeto de análisis constitucional: tal extremo no

pred" 
"rlgi.ic, 

aunque sea con tan noble finalidad, en un detrimento de las garantías que

ácben amparar también a quienes reclaman contra cl Lstado mismo -----------

Eri esta inteligencia finalmente no resulta ocioso citar nuevamentc y como en

antcriores fállos al lurista Gregorio Badeni en su obra Instituciones dc Derecho

constitucional cuando expresa: "...la iguatdad que prevé la Constitución significa que ltt

ley debe ofrecer iguales soluciones para todos lo,s que se encuentrün en igualdad de

cánrlicionis y circunslancias. Asimismo. que no se pueden estublecer excepciones o

privilegios qLrc reconozcan a c¡ertús personas lo que, en iguales circunsloncios' se

dt'storu¡zcu r¿sP¿Ltt, rle olros" ------
En tales circunstancias y en concordancia con

Estado, téngase por cvacuada la consulta, deolarando

Ia Ley N' 242ll04 "De Reordenamiento Adrninistrati

A su turno el Doctor TORRES KIRMSER <lijo: Aquí debe determinarse, en primer

término" ouál cs la le¡' aplicable al justiprccio' En ef'ecto, tratándose de honorarios

profcsionales de abogados, es e[ trabajo en juicio el que genera el derecho a honorarios

tonforme con el Art. 1. de la Ley 1.37611.988, que se refiere, incquívocamente, a la
realización de los lrabajos. En estos términos, es obvio que la fecha de realización de los

mismos es la que determina la ley apticable para el justiprecio, a tenor de lo dispuesto por

cl Arr. l. del cód. civ., no pudiendo, obviamentc, las leyes tencr efecto retroactivo, de

acuerdo al Ar1. 14 de la Constitusión Nacional y al Art.2" del Cód. Civ.---------------------
Ahora bien, en el caso de aulos, los Abogados Gilberto A. Ramírcz y Rubén Dario

Ramírez, en representación dc la parle actora, promovieron demanda de cobro de guaraníes

contra el F'errocarril Presidcnte carlos Antonio López, con posterioridad a la cntrada en

vigencia de la Ley N. 2.421/2.004, que en consecuencia resultaría aplicable a la regulación

que nos ocupa.

el Dictamcn de Ia Fiscalía General dcl
la inconstitucionalidad del Art. 29 de

vo y Adecuación Fiscal". L,s mi voto.-

Empero, debcmos destacar aquí que

en innúmeras oportunidades. la inconstitucio
por atcntar contra el principio de igualdad
Nacional, por la vía de la consulta de const

esta misma Sala Conslitucional ha declarado,
nalidad del Art . 29 de la Ley N' 2.42112.004,
consagrado en el Art. 46 de la Constitución
itucionalidad elevada, a tenor del A¡t. 18 del

Cód. Proc. Civ., por los juzgadorcs de Tribunales inferiores. En tales términos, por ejemplo,

pueden verse las consultas elevadas por el Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial,
Tercera Sala: A.l. N' 463, de I'echa 29 de Junio del 2.010, in re'. "JUlClO: "R.H'P. DEL
ABOG. DANIEL ACOSTA TAI,AVERA EN EL EXPTE.: MINISTERIO DE
HACIENDA C/ SANTA LIBRADA S.R.L. S/ EJECUCIÓN DE SENTENCIA"; A.I. N"
842, de fccha 15 de octubre de 2009, en cl.iuicio: "R.H.P. DEL ABOG. JOSÉ E. PEREIRA

SOSA Y FRANCISCO FLEITAS EN EL JUICIO: MLINICIPALIDAD DD CIUDAD DEL
ESTE C/ I.P.S. S/ EJECUCIÓN DE SENTENCIA''; A.I. N'498, de t-echa 8 de Julio del

2.010, en los autos: "R.H.P. DEL ABOG. BENITO A. TORRIS ACEVAL EN LOS

AUTOS: MINISTERIO DE HACIENDA C/ CARLOS J. CANDIA L. S/ EJECUCIÓN DE,

SENT[,NCIA"..
Dichas consultas se ven resueltas lavorablementc por jurisprudencia que puede

considcrarse, a cstas horas, consolidada. Véanse, por ejemplo, las S.D. N" 37512.010, in re'.

"C.I.E. c/ ANDE s/ INDEMNIZACIÓN »p »eÑOS Y PERJUICIOS", en la regulación
de honorarios del Abog. César M. Royg A.; S.D. N" 304/2.010. en los autos ...///...



RTE
REA,IA
STTCIA

CONSULTA CONSTITUCIONAL EN EL
JUICIO: "RH.P. DEL ABOG. GILBERTO
RAMÍREZ EN: ALFREDO EVER CORTESSI Y
OTROS C/ EL FERROCARRIL PTE. CARLOS
A. LÓPEZ Y OTROS S/ COBRO DE
GUARANÍES". AÑO: 2015 - No 645.-----------

en relación de o no, que realice

Jl¡1ClO el que

,),

DE

09

't"$3

¡f"
1)

...Ht.: HAHN HORN, EUGENIO Y OTROS C/ ESTADO PARAGUAYO S/
DE DAÑOS Y PERJUICIOS", siempre a los efectos de la regulación

.D.N'22312.010, in re "REG. HON. PROF. DEL ABOG. C., A. G. EN
: EL ESTADO PARAGUAYO C. NOGUERA, CARLOS RAÚL Y OTROS

S/ DILIGENCIAS PREPARATORIAS", enüe otros.----------------
Tenemos que la Sala Constitucional declara la inconstitucionalidad del Art. 29 de la

Ley N" 2.421/2.004 ante consultas realizadas, de oficio, por los Tribunales inferiores.-------
Al respecto tenemos primeramente, una cuestión de competencia. En efecto, es

sabido que, con la distribución de competencias realizada por medio de la Ley No
60911.995, la declaración de inconstitucionalidad resulta ser competencia de la Sala
Constitucional (Af. 260 de la Constitución Nacional; Art. ll de la Ley N" 60911.995), o
del pleno de la Corte (Art. 259 de la Constitución Nacional; Art. 3, Ley N" 609/1.995). Las
demás Salas no tienen la competencia para tal declaración, conforme con los Arts. 3 inc. p),
14 y 15 de la Ley N' 609/1.995. De este modo, la declaración de inconstitucionalidad
puede producirse solamente en el seno de la Sala Constitucional -que es la que aquí
decide- o en virtud de decisión del pleno de la Corte (véase, en tal sentido, Torres Kirmser,
José RaúI. La praxis del control de constitucionalidad en el Paraguay, en Revista de la
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Asunción, 2.010,
pp. 83 a 86).--------

La propia previsión de la facultad de consulta indica que los Tribunales de inferior
jerarquía pueden, aun de oficio, provocar el control de constitucionalidad, de acuerdo con el
inc. a) del Art. 18 del Cód. Proc. Civ.------------

Por ello, y con fundamento en las normas mencionadas, cuya interpretación
armónica permite la declaración de inconstitucionalidad por vía de consulta, es el caso de
proceder al estudio de la inconstitucionalidad del Art. 29 de la Ley N" 2.421/2.004, en
cuanto establece, como tarifa casi tasada, el 50% del mínimo legal como parámetro para
regular los honorarios de los juicios que hayan actuado en su representación o en
representación de la contraparte. Este afículo es aplicable al caso de autos, en el cual el
profesional solicitante actuó en juicio en representación de la parte actora y tuvo como
contraparte al Fenocarril Presidente Carlos Antonio López, que es una persona jurídica de
derecho público, que por ende se halla comprendida en el Art. 3o, inc. d), de la Ley No
1.53511.999, y en consecuenci4 hace que el profesional se vea afectado por la disposición
del An. 29 de la Ley No 2.42112.004.

Como se dijera en las sentencias de la Sala Constitucional que fueron mencioriadas,
se ha declarado, con fundamento en el principio de igualdad, la inconstitucionalidad de la
citada norma. En efecto, como se ha expuesto reiteradamente en dichos fallos, la norma
legal que nos ocupa lesiona la garantía constitucional de la igualdad ante la Ley, desde el
momento que establece la reducción hasta un 50% de los honorarios profesionales que
corresponden legalmente al Abogado que litigue con el Estado o alguno de los entes
enunciados en el Art. 3'de la Ley N" 1.535/1.999 , ya sea en su representación o en
representación de la contraparte. En el Art. 29 de la Ley N" 2.42112.004, atenta
gravemente contra el Principio de I que en nuestro ordenamiento jurídico adquiere
rango constitucional, pues re al an¿ílisis constitucional el de que un
profesional abogado, ya
una tarea profesional en
demandado, o cualq
por su aptividad profesi
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Honorarios, por igual trabajo realizado por él mismo, y otro Abogado cn un pleito en el que

intcrvenga el l,stado.----------
Si el Estado, como persona juríclica de dcrecho' dcbe litigar con un particular' Io

debehacelenigualdadclecondicionesparaoblenerelreconocimientojudicialdeldcrecho
reclamado o srirestablecimiento. Y. el hecho de resultar pcrdid.so, mal puede con'stituir

una razón para rcducir las costas del juicio, en detrimcnto.tlel dereclto que corresponde a la

.ont.upu.tá de pcrcibir lo que por Ley le cs debido Sin embargo' la disposición legal

;új;,;il establece unu desiguuldud éntre los prot-esionales abogados que litigan no

,oiu."nr" contra el Estado 1''sus entcs, sino también en relación con los que litigan en

casos similares en las que no son parte el Estado o sus entes, pues en el primer caso sus

honorarios se verán reducidos 
"r-r 

rn 50 70, mienLras que en el segundo caso podrán percihir

to.l,.tuLeydeArancelcleHonorariosprevéparaelcaso.específ,rco.Nocabedudadeque

"on 
lu cituá, normativa se establece una desigualdad injusta entre iguales en iguales

circunstancias.--
Aestosfundan-rentos.repetidosmuchasvecesporlaSalaConstitucionalquchoy

integramos. agregamos qu" .uihu* vcces Ia labor de litigar contra el Estado suponc un

.rfu-".ro prolésional aún mayor, por la complcjidad de las cuestiones que se pueden

pr.."n,*,'no solo en el ámbito puramentc civil, sino también administrativo, quc hacen que

ia valoración de la labor profcsional sea profundamente <Iesigual respecto de los abogados

luc actúan en juicio en def¿nsa de intereics parficulares. El factor de desigualdad, en este

".u*, 
,u*po"o puede considerarse como basado en una injusticia a noÍna del último

pe..ío aát art. +6 de la constitución Nacional, clado que la valoración del trabalo

irofesional se hace exclusivamente en funciiin del cliente del abogado. Es decir. ante una

idéntica comptejidad de labor, y consiguiente paridad de esfuerzo profesional, el honorario

es lirnitado únicamcnte según quien sea parte en el iuicio, imponiendo así una desigualdad

a favor del Estado que vatirectamente en cletrimento de la labor prol'esional del abogado,

l* po. to demás, puede ser su contraparte, es decir, carecer de todo vínculo contractual

-n "l "n," 
protegicio. No se cumplc así con la enseñanza que pide: "la igualdad, exige que

se frale tlel mismo mt,clc, a quieics se cncuentran en iguales situaciones"; pof lo que ello

implica el derecho a que no se "establezccm excepciones o privilegios que excluyan a.unos

de lo que ,, ,onr"do ct otro:; en iguales circunstanclas" (Bidart Campos' Germán J ;

Tratadó Elemcntal de Derccho Constitucional Argentino, pág. 259, Ed. Ediar, Buenos

Aires, 1.992).---
E,t mismo autor señala que la garantía de igualdad está dada a lavor de los hombres

contra el Estado, y no vicevérsa. (Bidart Campos, Germán J.; Tratado Elemental de

Derecho constitucional Argentino, pág.260, Ed. Ediar. Buenos Aires, 1.992); lo quc viene

a abonar aún más nuestra tesitura; ya que, puestos todos los protbsionales abogados en un

fie de igualclad en cuanto hace a la uuloru"ión de su labor, una distinción quc metma el

justiprec"io de su trabajo colocán<iolo incluso en valores infcriores al mínimo legalmente

estaÉleciclo para los démás casos vulnera profundamcnte incluso el emolumento que toda

persona tiene derecho a tener en virtud de su trabajo, conforme con el Art' 86 de la

bonstitución Nacional, y al régimen dc igualclad de oportunidades consagrado en el Ar1.

107 de la Carta Magna, en ielación con la libertad de iniciativa económica de los

individuos; Io que se merrna por la injusta disminución de los honoratios ante la idéntica

calidad y 
",1r"iguduro 

cle la labor piof-esional, exclusivamente en función del eventual

sujeto obligado.-" poilo demás. la calidad excepcional dc la noma hace que el privilegio que ella

establece a favor del Estado deba ser juzgado con mucha más rigurosidad, puesto que: ",Si

es un princi¡sio de recta interprelac¡ón de las leyes que los concebidas en términos

gonrroirr, ginorol e indistintomente tleben entenderse, no es lo menos que esa regla pierde
-mucho 

de ;u importancia cuantfu¡ se trata de interpretar leyes contrarias al derecho común

y que estatuyen en perjuicio de lerceros, acordando privilegios en detrimenlo de los
"de)echos 

¡trivados,, (iurisprudcncia citada cn Linares Quintana, Segundo V.; Tratado de

Interpretacicin Constitucional, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2007 , p.540)'-------------
En consecuencia, ei A¡t. 29 de la Ley N' 2.42112.004 resulta evidentemente

inconstitucional, por lo que, de conlormidad con el Art. 260 inc. I ) de la Consti. ..///. ..
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Nacional, concordante con el Art. 555 del Cód. Proc. Civ., corresponde
la inconstitucionalidad de dicha norma y su consiguiente inaplicabilidad al

caso, consignándolo expresamente en la parte resolutiva.----------------

A su turno la Doctora PUCHETA DE CORREA manifestó que se adhiere al voto
del Ministro preopinante, Doctor S, por los fundamentos.---

Con lo q dio por I acto, SS.EE., todo por ante mí, de que
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